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I . INTRODUCCION

El derecho administrativo es, sin duda, la rama del derecho que está más 
vinculada a la historia política y económica de los países. Por ello, la evolución 
del derecho administrativo en cualquier sistema jurídico muestra la evolución 
política del mismo.

Esa evolución, en todo caso, puede decirse que siempre ha girado en torno 
a dos extremos entre los cuales se mueve esta rama del derecho: por una parte, 
la regulación del instrumento de la acción política del Estado: la Administración 
Pública, sus potestades, prerrogativas y privilegios; y por otra, la protección de 
los particulares o administrados frente a la acción cada vez más creciente de 
aquélla. Entre estos dos extremos, prerrogativas de la Administración Pública 
y derechos de los administrados, está toda la esencia del derecho administrativo.

La evolución del derecho administrativo en Venezuela durante el presente 
siglo nos muestra, entonces, toda una gama de regulaciones que inciden en esos 
dos extremos: poderes, potestades, privilegios y prerrogativas de la Adminis­
tración Pública, establecidas en forma creciente en virtud del proceso de in­
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tervención estatal en las actividades económicas y sociales, por una parte; y por 
la otra, limitación de los derechos del individuo pero también, consagración de 
mecanismos de protección frente a las acciones estatales.

Ahora bien, el tema de las nacionalizaciones y su régimen jurídico exige, 
para su análisis, el estudio de la evolución del derecho administrativo. Ello, sin 
embargo, exigiría no sólo un estudio histórico-político-económico de nuestro 
país, sino además, el análisis de una gama extraordinariamente variada de regu­
laciones y acciones del Estado. Esto, sin duda, rebasa el objetivo de estos estudios. 
Sin embargo, queda claro que una de las mejores formas de apreciar la referida 
evolución, es mediante el análisis de la situación de dos derechos tradicionales 
de los individuos vinculados especialmente al proceso nacionalizador, sobre los 
cuales se montó toda la estructura jurídico-política del Estado del siglo pasado: 
el derecho de propiedad y el derecho a la libertad económica. De ella podremos 
apreciar cómo durante el presente siglo se pasa de una consagración absoluta 
de esos derechos a la situación actual: consagración, pero sometida a tantas limi­
taciones que muy lejos está la fórmula absoluta de antaño; y bajo el otro ángulo, 
cómo se pasa de un abstencionismo casi absoluto del Estado en el campo econó­
mico a una intervención creciente y envolvente del mismo, como lo muestra la 
realidad actual.

El derecho administrativo, en la actualidad, es el derecho de la intervención 
del Estado en la vida económica y social; es el derecho de las limitaciones y regu­
laciones a los derechos individuales, a los derechos económicos, a los derechos 
sociales y a los derechos políticos de los administrados; y es el derecho de la 
protección de éstos frente a las acciones del Estado; además de ser el derecho 
relativo a la Administración Pública, su organización y funcionamiento. Hace 
relativamente pocos años, era sólo esto último.

II. EL TEMA DE LAS NACIONALIZACIONES

Ahora bien, una de las instituciones del derecho público más características 
de esta evolución ha sido la nacionalización: desconocida a comienzos de siglo, 
iniciada en la segunda década del mismo con las nacionalizaciones soviéticas, 
consolidada y generalizada, después de la Segunda Guerra Mundial; ha recibido 
en los últimos años consagración en los textos constitucionales de muchos países 
y en declaraciones de la Organización de las Naciones Unidas.

En efecto, el tema de las nacionalizaciones ha sido, sin duda, uno de los 
más importantes del mundo jurídico contemporáneo. Sobre todo después de 
la Segunda Guerra Mundial, ha adquirido actualidad cíclica en el campo jurídico 
y político, y pocos países han escapado a la necesidad, en un momento u otro, y 
de una manera u otra, de recurrir a ella.
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Venezuela, debido a su riqueza petrolera, no había tenido necesidad, apa­
rente, de plantearse el problema de nacionalizar la industria extractiva de sus 
recursos naturales no renovables. Sin embargo, afortunadamente, la toma de 
conciencia del país debido a su sistema democrático y, de la importancia, para su 
soberanía económica, del manejo directo de dichas industrias por el Estado, provocó 
todo un movimiento nacionalizador que culminó entre 1974 y 1975 con la nacio­
nalización de la industria de la explotación del mineral de hierro y de la industria 
y el comercio de los hidrocarburos. El tema de las nacionalizaciones, como conse­
cuencia, se hizo presente en nuestro país. Sin embargo, queda claro, el mismo 
no es nuevo en la teoría jurídica, donde ha sido estudiado exhaustivamente.

Los presentes estudios, por tanto, no pretenden ser una teoría de las nacio­
nalizaciones. Su objeto es muy concreto: plantear la problemática de la misma 
en el ordenamiento jurídico venezolano, y tratar de establecer sus repercusiones 
con motivo de los recientes procesos nacionalizadores.

Para situar el significado de las nacionalizaciones, en todo caso, es conve­
niente tratar de precisar un concepto jurídico de la misma. Para ello, puede 
partirse del análisis de tres definiciones clásicas y recientes: las de Julliot de 
la Morandiére, Eduardo Novoa-Monreal y Jean Rivero.

En efecto, Julliot de la Morandiére la define en los términos siguientes: 
"Consiste esencialmente en la transformación de empresas privadas en empresas 
del Estado o sometidas al control de éste. Su objetivo es el de sustraer los 
medios de producción y de reparto de las riquezas de la propiedad privada para 
ponerlos en manos de la Nación o en las de aquellos órganos que representan 
los intereses colectivos de la misma” (Véase en el Prólogo a la edición francesa 
en el libro de Konstantin Katzarov, Teoría de la Nacionalización, México, 1963, 
página 5).

Por su parte, Eduardo Novoa Monreal la define como: "Un acto guberna­
tivo de alto nivel, destinado a un mejor manejo de la economía nacional o a su 
reestructuración, por el cual la propiedad privada sobre empresas de importancia 
es transformada de manera general e impersonal en propiedad colectiva y queda 
en el dominio del Estado (bien sea directamente, bien sea a través de órganos 
especiales que lo representan), a fin de que éste continúe la explotación de ellas 
según las exigencias del interés general” (Véase en su libro, Nacionalización y 
recuperación de recursos naturales ante la Ley internacional, México, 1974, p. 50).

Por último, Jean Rivero la define como "la operación por la cual la propiedad 
de una empresa o de un grupo de empresas es transferida a la colectividad con 
el fin de sustraerlas, en vista del interés general, de la dirección capitalista”
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(Véase en su estudio, Le régtme des nationdisations, París, 1948, Extrait du 
Juris-Classeur Civil-Annexes, 2? Cahier, p. 1).

Si nosotros analizamos con detenimiento estas tres definiciones, encontramos 
que los elementos básicos de ellas son los mismos, pues insisten en tres puntos 
fundamentales:

En primer lugar, se trata de una operación de transferencia de propiedad 
privada y de empresas privadas a la Nación, a la colectividad, al Estado, en ge­
neral, a los entes públicos como titulares de una propiedad pública o como los re­
presentantes de los intereses colectivos, o como personificación de la Nación.

En relación a este primer elemento debe destacarse de la definición de 
Julliot de La Morandiére la idea de la transferencia de los bienes nacionalizados 
a la Nación; noción que condicionó toda la teoría inicial de las nacionalizaciones 
y que trajo como consecuencia la búsqueda de su distinción del concepto de 
estatización, colectivización o socialización que, en nuestro criterio, no tiene ya la 
importancia que pudo tener en el momento en que se producen, por primera 
vez a gran escala, las nacionalizaciones en la postguerra, sobre todo en países 
donde no pasaron a manos del Estado todos los medios de producción, como 
Francia e Inglaterra. En efecto, en aquellos países donde el proceso de nacio­
nalización de los medios de producción fue parcial, el problema a plantearse era 
si ellos debían pasar al Estado, como tal, y que conforme a la teoría liberal era 
considerado hasta como un tercero dentro de las relaciones de la sociedad; o 
si al contrario debían pasar a la sociedad, la cual, si era conducida por el Estado, 
lo era a título de gestor de la misma. Esta dicotomía Estado-Nación condicionó 
todo el proceso de nacionalización inicial en países como Francia donde, inclu­
sive, la gestión de las empresas nacionalizadas se encomendó a una dirección 
tripartita donde debían estar representados los trabajadores, los consumidores 
o los usuarios, y el Estado, como un ente más dentro del contexto social.

En todo caso, este primer elemento implica una consecuencia general y 
fundamental: la transformación de esas empresas privadas, nacionalizadas, en 
empresas públicas.

Un segundo elemento que surge en las definiciones anteriores es que la 
nacionalización es un proceso que tiene un objetivo: la transferencia de bienes 
o empresas privadas a entes públicos, es decir, la sustracción de estas empresas 
de la propiedad privada, para convertirlas en propiedad pública.

En tercer lugar, otro elemento que surge de las definiciones comentadas, 
es que todo proceso de nacionalización tiene una motivación de carácter político. 
Esta motivación política puede estar basada en la idea del interés general, en su
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forma más genérica, caso típico de esos conceptos jurídicos indeterminados que 
en derecho administrativo conceden iin amplio margen a la discrecionalidad 
de la autoridad decisoria. Ese concepto es imposible determinarlo a priori: es el 
legislador en un momento determinado quien lo puede precisar. Igual sucede 
en el supuesto de la Constitución venezolana, de la reserva de industrias por parte 
del Estado, por razones de "conveniencia nacional” . ¿Qué es la conveniencia 
nacional? Es imposible que pueda haber determinación previa; esto es lo que 
da carácter indeterminado al concepto y abre un amplio margen al legislador, 
quien, en este caso, actúa en uso de un poder discrecional por excelencia. Entonces, 
en la nacionalización siempre hay una motivación política que puede estar repre­
sentada en el interés general, o en motivaciones destinadas a sustraer de la 
dirección capitalista las empresas, o por razones tendientes a reordenar o reor­
ganizar la economía, en vista al interés general.

De manera que siempre nos encontramos con estos tres aspectos dentro 
de cualquier proceso nacionalizador: transferencia de empresas privadas a empre­
sas públicas; transferencia de la propiedad privada a entes públicos, a la colec­
tividad, a la Nación; y esta operación, por razones de interés general o de 
conveniencia general de carácter político.

Por esta razón, las nacionalizaciones han despertado tanto interés y tanta 
oposición. La gran ola de las nacionalizaciones después de la Segunda Guerra 
Mundial originó, por una parte, una gran reacción de gran parte del mundo 
jurídico contra esta institución; y por la otra, un apoyo por otra gran parte del 
mundo jurídico, debido a que se trataba de un fenómeno básicamente político.

Sin duda, el proceso tuvo una enorme importancia desde el punto de vista 
del sector público: fueron estos fenómenos nacionalizadores los que consoli­
daron y dieron carta de naturaleza definitiva a la intervención del Estado en 
la economía. Fue a raíz de estos procesos de nacionalización, que el Estado tomó 
parte activa en la economía, superándose, inclusive, la idea de la subsidiariedad 
de la acción del Estado que tanto difundió la teoría liberal.

Por supuesto, la gran ola de las nacionalizaciones pasó y la intervención 
del Estado se hizo por otras vías no nacionalizadoras. Los recientes procesos, 
en todo caso, han motivado un nuevo interés por este fenómeno. Como se dijo, 
Venezuela había estado al margen del proceso nacionalizador, pues ni siquiera 
tuvo procesos de nacionalización como los tuvieron otros países de América 
Latina durante las primeras décadas de este siglo. No hay que olvidar, en 
efecto, que el primer proceso nacionalizador antes que el mexicano y el de la 
Unión Soviética, aunque aislado, tuvo lugar en Uruguay, y también en la misma 
época en Italia, respecto a las actividades de las empresas de seguro. Posterior­
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mente, muchos países latinoamericanos tuvieron procesos nacionalizadores ais­
lados, en materia de servicios públicos. En Venezuela, en realidad, nunca se 
produjeron procesos nacionalizadores, sino la asunción, por parte del Estado, 
de los servicios por fuerza de un elemento: la riqueza petrolera. Esta generó 
un ingreso tal para el Estado, que le permitió "comprar las nacionalizaciones” 
y asumir servicios y empresas, sin forzar una transferencia compulsiva. Sin 
embargo, con motivo de las recientes nacionalizaciones de las industrias del hierro 
y del petróleo de 1974 y 1975, se plantea, por primera vez, con interés, en 
Venezuela, el fenómeno de la nacionalización. Por ello, hemos estimado que 
el momento era oportuno para realizar un estudio sobre el régimen de las nacio­
nalizaciones en Venezuela, lo que motiva los trabajos que se publican en este 
volumen.

III. ASPECTOS QUE PLANTEA EL TEMA DE LAS NACIONALIZACIONES

Ahora bien, este fenómeno de las nacionalizaciones plantea, desde el punto 
de vista jurídico, una serie de problemas, que se hace necesario analizar o siste­
matizar. En primer lugar hay una relación directa entre la nacionalización y la 
propiedad privada. La nacionalización ante todo, y tradicionalmente considerada, 
es un atentado a la propiedad privada. Por supuesto, cuando surgen las primeras 
nacionalizaciones a principios de este siglo, era un verdadero atentado a un 
derecho que todavía era un derecho absoluto, consagrado así en los textos jurí­
dicos de todos los países. Sin duda aquel derecho absoluto, con motivo precisa­
mente de las nacionalizaciones, comenzó a transformarse en un derecho regulado 
y limitable, con una función social que cumplir y, por tanto, sometido a obliga­
ciones, restricciones, limitaciones y contribuciones. En virtud de ello, hay un 
primer elemento que va a acompañar todo el fenómeno de la nacionalización: 
su confrontación con la propiedad y sus efectos sobre la propiedad. Esto nos va 
a llevar a examinar la teoría de la propiedad privada desde el punto de vista 
administrativo para constatar que la nacionalización no es más que uno de los 
múltiples mecanismos de exclusión de la propiedad privada.

El segundo punto de interés que plantea el fenómeno nacionalizador es 
la relación entre nacionalización y libertad económica, que implica también todo 
otro enorme panorama. En efecto, la asunción por parte del Estado de bienes, 
de empresas, de sectores o de actividades económicas, también se ha visto como 
un atentado a la libertad económica. Ello era lógico: si todo el cimiento del 
Estado liberal-burgués de Derecho fue el Estado negativo, que no debía inter­
venir en la vida económica, salvo para mantener las relaciones del mercado, por 
supuesto, el fenómeno de la nacionalización representaba un atentado contra 
esa libertad económica tradicional, que tuvo una formulación, al igual que el
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derecho de propiedad, como libertad absoluta, solo modificada recientemente 
en la Constitución de 1961, al admitirse que es limitable por razones de interés 
social.

En todo caso, así como el estudio de la nacionalización está indisolublemente 
unido al de la propiedad, asimismo está imido al de la libertad económica, ya 
que la nacionalización implica una intervención del Estado en la vida económica, 
no ya de carácter regulador, ni de fomento o policía, sino de intervención 
activa del Estado, como productor de bienes y servicios, en la actividad eco­
nómica.

Estos dos puntos de interés que plantea la nacionalización: nacionalización 
y propiedad privada, y nacionalización y libertad económica, traen como conse­
cuencia otros dos puntos de interés relativos al proceso, que constituyen la otra 
cara de la moneda: nacionalización y propiedad pública y nacionalización y 
gestión pública.

En efecto, si la nacionalización implica una transferencia de bienes de 
propiedad privada al Estado, ello plantea, desde el punto de vista del Estado, 
el problema del efecto de ese traspaso de bienes al mismo, o a sus empresas, 
lo que va a originar una serie de interrogantes: por una parte, ¿cuál es el ámbito 
de la soberanía del Estado sobre ciertos bienes que existen en un país, particu­
larmente el ámbito de soberanía sobre los recursos naturales renovables y no 
renovables? ¿Puede decirse que todas las nacionalizaciones recientes han versado 
sobre los recursos naturales o su explotación? ¿Son aquellos, inicialmente, bienes 
del dominio público o del dominio privado? ¿La nacionalización de la industria 
petrolera, transforma los bienes e instalaciones de las mismas en bienes del 
dominio público? ¿Cuál es jurídicamente el régimen de esos bienes? ¿Estos bienes 
nacionalizados son bienes que el Estado posee, como puede poseer cualquier otro 
bien? ¿Entran los bienes nacionalizados dentro de los esquemas tradicionales 
del dominio privado?

Por otra parte, también surge la relación entre la nacionalización y la gestión 
pública. La nacionalización no sólo implica la transferencia de bienes de propiedad 
privada y su conversión en bienes de propiedad pública, sino la transformación 
de empresas privadas en empresas públicas. El Estado asume una nueva cualidad, 
más allá de simple propietario.de determinado bien a nombre de la colectividad, 
y es la de gestor económico, idea que está indisolublemente unida a la nacio­
nalización. La nacionalización implica siempre, transferencia al Estado de empresas 
privadas y su conversión en empresas públicas. Esto plantea todo el panorama 
de la empresa pública, y del Estado empresario como objeto de estudio dentro 
del estudio de la nacionalización. Puede decirse que con motivo  ̂ de las naciona­
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lizaciones, surgió la fase del Estado empresario, lo que exige analizar todo el 
régimen de las empresas nacionalizadas.

Los trabajos que se publican en este volumen, por tanto, giran en tomo 
a las cuatro relaciones indicadas:

1. Nacionalización y propiedad privada;
2. Nacionalización y propiedad pública;
3. Nacionalización y libertad económica, y
4. Nacionalización y gestión pública.

Estos trabajos fueron realizados en el marco del Seminario sobre el tema 
"El régimen jurídico de las nacionalizaciones” , cuya dirección tuve a mi cargo 
en los cursos de postgrado de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la 
Universidad Central de Venezuela, y que sirvió, además, de Seminario Interno del 
Instituto. En la Introducción al mismo, me correspondió plantear los aspectos in­
troductorios a las nacionalizaciones dentro del marco general de la evolución y 
situación actual del derecho de propiedad y de la libertad económica, encuadrando, 
como limitaciones en sentido amplio a esos derechos, a la institución de la na­
cionalización.*

Quiero insistir aquí sólo en dos aspectos de ese régimen que tocan directa­
mente al tema de las nacionalizaciones: las limitaciones a la apropiabilidad de 
bienes y las exclusiones de las actividades económicas.

IV. LAS LIMITACIONES A LA APROPIABILIDAD DE BIENES

Hemos señalado que paralelamente a las limitaciones a la propiedad, es 
decir, a las limitaciones a su ejercicio, y a las restricciones, obligaciones o con­
tribuciones a las que está sometida, pueden identificarse en el ordenamiento 
jurídico, limitaciones a la apropiabilidad de bienes. En el primer caso, todas las 
limitaciones a la propiedad presuponen la existencia del derecho y lo limitan; 
en el segundo caso, en cambio, de lo que se trata es de la imposibilidad misma 
de la propiedad.

En efecto, si bien la Constitución consagra el derecho de propiedad, es 
necesario convenir en que no todos los bienes son susceptibles de apropiabilidad. 
Hay ciertos bienes que el Estado se ha reservado o que los ha considerado como 
del dominio público, que no pueden ser objeto de propiedad. En estos casos, 
por tanto, no puede hablarse realmente de limitaciones a la propiedad, sino de 
limitación a la apropiabilidad de bienes.

*  Este estudio fue publicado en el libro Estudios sobre la Constitución. Ubro Home­
naje a Rafael Caldera, UCV. Tomo II, Caracas, 1979.
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Estas limitaciones a la apropiabilidad pueden presentarse en el ordenamiento 
jurídico con carácter general, como sería la declaratoria de cierto género de 
bienes, como del dominio público; o con carácter específico, como exclusiones 
particulares de la apropiabilidad, por ejemplo, respecto de cierta categoría de 
personas (extranjeros).

Veamos separadamente estos supuestos:

1. La declaratoria del dominio público

Una típica limitación a la apropiabilidad de ciertos bienes tiene su origen 
en su declaratoria, mediante Ley, como del dominio público.

En efecto, frente a la garantía de la propiedad, la pregunta que debemos 
formularnos es: ¿sobre qué bienes puede existir propiedad privada?; o en otras 
palabras: ¿cuál es el ámbito de la propiedad privada? ¿ésta es irrestricta y eterna? 
¿se ejerce siempre sobre todos los bienes o cosas existentes?; o ¿la Ley, como 
lo dice la Constitución, puede establecer restricciones al ámbito de la propiedad 
por razones de interés general?

Indudablemente, es el legislador quien determina el ámbito de la propiedad, 
es decir, es quien puede determinar qué bienes son susceptibles de ser de pro­
piedad privada y cuáles no lo son; y cuando realiza esa determinación está asig­
nando o cambiando el régimen jurídico de determinados bienes, al establecer que 
estos son del dominio público o por el contrario, son susceptibles de ser de 
propiedad privada (Art. 525 del Código Civil).

Esta calificación, sin embargo, ni es absoluta, ni eterna, ni inmutable. En 
efecto, conforme a nuestro ordenamiento jurídico, no existen bienes del dominio 
público o de propiedad privada, que lo sean "por naturaleza” . La existencia de 
unos y otros depende única y exclusivamente de la voluntad del legislador; y 
tanto el dominio público como la propiedad privada son conceptos jurídicos. 
El legislador ha manejado estos conceptos y ha deslindado la clasificación básica 
de ambos tipos de dominio en el Código Civil, por lo que el ámbito de la 
propiedad privada no llega hasta los bienes que han sido declarados por el 
legislador como bienes del dominio público.

Ahora bien, el deslinde jurídico que hace el Código Civil entre bienes 
susceptibles de propiedad privada y bienes que no lo son (dominio público), 
no es una demarcación cerrada y eterna, que no admite modificaciones. Al con­
trario, las leyes se derogan y modifican por otras leyes, y en la Constitución, 
donde está el límite de la acción del legislador, no se consagra el carácter absoluto 
e inmutable de la propiedad. Por otro lado, el legislador en un momento deter­
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minado, podría excluir ciertos bienes del ámbito de la propiedad privada, decla­
rándolos del dominio público, lo cual no implicaría, en absoluto, una violación 
del derecho de propiedad.

Pensemos, por ejemplo, en otra garantía-constitucional: la libertad de indus­
tria y comercio. El Estado, cuando se reserva determinadas industrias (Art. 97 
de la Constitución), lo que hace es excluir ciertas actividades del ámbito de la 
libertad económica, y la reserva, en sí misma, no conlleva derecho alguno a 
indemnización por parte de los antiguos industriales, salvo que el Estado asuma 
las industrias particulares. Pues bien, algo similar sucede en materia de propiedad: 
cuando el Estado declara ciertos bienes como del dominio público por voluntad 
del legislador, lo que hace en realidad, es excluir ciertos bienes del ámbito de 
la propiedad privada, y esta exclusión, en sí misma, no conlleva derecho alguno 
a indemnización por parte de los antiguos propietarios.

El principio señalado, por otra parte, está recogido en la propia Constitución, 
en su artículo 133, que establece lo siguiente:

Sólo el Estado puede poseer y usar armas de guerra. Todas las que existan, 
se fabriquen o se introduzcan en el país, pasarán a ser propiedad de la 
República, sin indemnización ni proceso.

Esta norma, ni más ni menos, es una declaratoria de cierta categoría de 
bienes como del dominio público (de uso privado) del Estado, y ella, por sí 
misma, no da derecho alguno a indemnización a favor de eventuales propietarios 
anteriores de tales armas.

En todo caso, la declaratoria de unos bienes como del dominio público no 
da derecho a indemnización, pues en estos casos falta la especialidad del sacrificio. 
Tal como lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia en una sentencia del 
12 de agosto de 1968, "para que proceda la indemnización en derecho público, 
es necesario que se compruebe: a) la singularidad del daño; b) que lo afectado 
sea un verdadero derecho; y c) que el daño sea mensurable económicamente” 
(véase en Gaceta Forense N “ 61, 1968, pp. 105 a 108).

En estos casos, el legislador ni expropia unos derechos determinados ni 
los confisca; sólo establece que un género de bienes no pueden ser susceptibles 
de propiedad privada, es decir, que ésta no puede existir, y que la que existía, 
se extingue, por imposibilidad en el objeto.

Frente a una declaratoria de ciertos bienes como del dominio público, ante 
la cual pueden alegarse derechos adquiridos, sin duda que se puede plantear la 
problemática de la responsabilidad del Estado por acto legislativo. Sin embargo,
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frente a esto es necesario señalar, que la construcción jurídica de toda la respon­
sabilidad del Estado legislador, se ha fundado en el supuesto de que para preten­
der una indemnización del Estado por una lesión a algún derecho derivado de 
una Ley, es necesaria la singularidad y especificidad del sacrificio o lesión. Si 
ésta no existe, no surge el derecho a indemnización; o en otras palabras, si la 
nueva Ley afecta a todos por igual, es decir, si los efectos son realmente efectos 
generales, no surge obligación de indemnización. Por eso se insiste en que la 
declaratoria de ciertos bienes como del dominio público en realidad constituye 
un cambio de régimen jurídico de unos bienes, que se realiza con carácter general 
por el legislador, y frente a estos cambios no hay derechos adquiridos.

En definitiva, por tanto, la declaratoria de ciertos bienes como del dominio 
público, al no lesionar especialmente el derecho de un propietario, sino a todos 
los habitantes por igual, y excluir dichos bienes del ámbito de los que pueden 
ser objeto de propiedad privada, no origina derecho alguno de indemnización.

Sin embargo, esto exige algunas precisiones, particularmente en el caso 
de las aguas y de las playas. En Venezuela, desde hace algunos años se ha 
venido proyectando la declaratoria de todas las aguas y de las playas como 
bienes del dominio público. Esto plantea algunas situaciones respecto de los 
derechos efectivamente lesionados, que es necesario precisar.

Por ejemplo, en el caso de las aguas, el solo hecho de que las mismas se 
declaren como del dominio público, y por tanto, se cambie la situación que 
existe en la actualidad de ciertas aguas susceptibles de ser objeto de propiedad 
y otras aguas, que aun cuando sean públicas, pueden ser aprovechadas más o 
menos libremente, no da derecho alguno a indemnización por parte de los 
antiguos propietarios. Sin embargo, si para la realización de un aprovechamiento 
de aguas permitido por la legislación anterior, se realizaron determinadas obras 
hidráulicas que, posteriormente, con ocasión a la declaratoria de las aguas como 
del dominio público, el Estado u otros particulares van a utilizar, el propietario 
de las mismas tendría derecho a indemnización. Lo mismo podría plantearse 
respecto de las playas. Si éstas, por ejemplo, no son naturales y han sido construi­
das por el trabajo del hombre, el hecho de que se las declare como del dominio 
público de uso público, traería como consecuencia un derecho a indemnización 
por parte de los propietarios de las obras que hicieron posible la existencia de 
la playa. Sin embargo, fuera de estos supuestos en los cuales la declaratoria del 
dominio público implica, en realidad, la adquisición por el Estado o la afectación 
al uso público de bienes de propiedad privada, como serían las obras hidráulicas 
o los malecones, y que daría derecho a los propietarios a ser indemnizados, la 
sola declaratoria de las aguas o playas como del dominio público no daría 
derecho a indemnización.
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2. Las exclusiones particulares de la apropiabilidad

Aparte de las exclusiones genéricas de la posibilidad de propiedad sobre 
determinado género de bienes, el ordenamiento jurídico ha establecido una 
exclusión de la propiedad de ciertos bienes, pero condicionada por la persona 
que tenga su titularidad y por la ubicación en el Territorio Nacional.

En efecto, al analizar la evolución constitucional del derecho de propiedad, 
resulta que fue el texto de 1936 el que estableció la posibilidad de que la Ley 
pudiera "por razón de interés nacional, establecer restricciones y prohibiciones 
especiales para la adquisición y transferencia de determinadas clases de propiedad, 
sea por su naturaleza o por su condición o por su situación en el territorio’’ (Art. 
32, Ord. 29) ; norma que repitió la Constitución de 1947 (Art. 65) y la de 
1953 (Art. 35, Ord. 99) . En base a esta autorización constitucional, la Ley de 
Expropiación por causa de utilidad pública, de 1936, consagró una norma con 
el siguiente texto:

Artículo 12. El Ejecutivo Federal podrá, en resguardo de la seguridad del 
Estado, impedir la transferencia a personas o compañías extranjeras de 
terrenos y construcciones situados a menos de veinticinco kilómetros de 
distancia de las fronteras de la República, de sus costas de mar y de las 
riberas de sus ríos navegables. A tal fin, los Registradores se abstendrán de 
registrar, so pena de nulidad, documentos en que se hagan tales transfe­
rencias, si no se les presenta para ser agregada al cuaderno de comprobantes, 
constancia de que el Ejecutivo Federal está en cuenta y no se opone a 
la operación que se pretende efectuar. En estos casos el Ejecutivo queda 
autorizado para decretar la utilidad pública de la posesión por el Estado 
de los terrenos que se pretenda transferir a personas o compañías extran­
jeras y disponer que se siga el procedimiento de expropiación establecido 
en esta Ley.

La norma se repitió en las leyes de expropiación de 1942 y 1947 y fue 
derogada por Decreto-Ley N 9 184, de 25 de abril de 1958, pues se consideró 
que la ley "contenía normas que entrababan inútilmente la transferencia de la 
propiedad inmobiliaria” y "que la defensa y seguridad de la Nación podían ser 
aseguradas sin afectar la libertad de contratación en materia inmobiliaria” .

La prohibición, sin embargo, permaneció vigente indirectamente hasta 1978, 
pues la Ley de Registro Público, de 1940, incorporó dentro de las prohibiciones 
a los Registradores: "la protocolización de documentos por los cuales se trans­
fiera a personas o compañías extranjeras, terrenos o construcciones situados a 
menos de veinticinco kilómetros de distancia de las fronteras de la República, 
de sus costas de mar y de las riberas de sus ríos navegables, si no se les presenta, 
para ser agregada al cuaderno de comprobantes, la constancia de que el Ejecutivo 
Federal está en cuenta y no se opone a la operación que se pretende efectuar,
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conforme a lo previsto en la Ley de Expropiación por causa de utilidad pública 
o social” (Art. 40, Ord. 79). Esta norma se eliminó en la Ley de Registro Pú­
blico de 4 de abril de 1978 ( Gaceta Oficial N 9 2209 Extraordinaria), en la cual 
se remite a lo establecido en la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa (Art. 40, 
Ord. 10).

Debe señalarse que una restricción dentro de este mismo orden de ideas 
tradicionalmente se ha consagrado en la Ley Orgánica de la Hacienda Pública 
Nacional, respecto de la adquisición de bienes del dominio privado del Estado, 
en los siguientes términos:

Artículo 28. La propiedad y derechos reales sobre bienes nacionales pueden 
ser adquiridos por prescripción, salvo, por lo que respecta a los extranjeros, 
los situados en la zona de cincuenta kilómetros de ancho paralela a las 
costas y fronteras.

En la reciente Ley Orgánica de Seguridad y Defensa, de 1976, puede decirse 
que se ha vuelto al espíritu del constituyente y legislador de 1936, al consa­
grarse de nuevo en forma genérica la restricción específica para los extranjeros 
en los términos siguientes:

Artículo 16. Ningún extranjero podrá adquirir, poseer o detentar por sí 
o por interpuestas personas sin autorización escrita del Ejecutivo Nacional 
por órgano del Ministro de la Defensa, la propiedad u otros derechos 
sobre bienes inmuebles en la Zona de Seguridad Fronteriza creada en esta 
Ley y en la Zona de seguridad prevista en el literal ” b” del artículo anterior 
(la zona que circunda las instalaciones militares y las industrias básicas). 
Los registradores, jueces, notarios y demás funcionarios con facultad para 
dar fe pública, se abstendrán de autorizar los documentos que se presenten 
para su otorgamiento con violación de las disposiciones contenidas en este 
artículo, so pena de nulidad.
Se consideran personas interpuestas a los efectos de esta Ley, además de 
las contempladas en el Código Gvil, las sociedades, asociaciones y comu­
nidades en las cuales una persona natural o jurídica extranjera, sea socio, 
accionista, asociado o comunero con poder de decisión.
Parágrafo Unico. Todo extranjero propietario o detentador por cualquier 
título de bienes inmuebles en las zonas de seguridad previstas en los lite­
rales a) (Una franja adyacente a la orilla del mar, de los lagos y ríos 
navegables) y c) (Cualquiera otra zona que considere necesaria el Ejecutivo 
Nacional para la seguridad y defensa de la República) del artículo ante­
rior, una vez fijada su extensión, está en la obligación de declararlo dentro 
de un plazo no mayor de 60 días a contar de la fecha en que suscriba el 
contrato público o privado respectivo, por ante la Primera Autoridad Civil 
del Estado, Distrito Federal o Territorio Federal, quien enviará dicha 
declaración, con los recaudos que señale el Reglamento dentro de un plazo 
no mayor de 30 días a la secretaría del Consejo Nacional de Seguridad y 
Defensa.
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Con esta norma, como se dijo, se vuelve al sentido del texto constitucio­
nal de 1936, cuya norma fue eliminada en la Constitución vigente de 1961. Esta, 
sin embargo, consagra una exclusión de la propiedad inmobiliaria en Venezuela 
respecto de Estados extranjeros, salvo para sus sedes diplomáticas (Art. 8 ).

V . LAS EXCLUSIONES DE ACTIVIDADES ECONOMICAS

Todas las limitaciones a la libertad económica legalmente establecidas tienen 
en común que presuponen su existencia, y en tanto que ello es así, se limita 
su ejercicio o se lo restringe, en un caso específico. Sin embargo, allí no 
concluyen las limitaciones a la libertad económica, pues en otros supuestos, en 
virtud de la Ley, aquella no se presupone; al contrario, se la excluye. Se trata, 
aquí, si se quiere, de limitaciones al ámbito de la libertad económica, respecto 
de ciertas áreas territoriales, o en ciertos sectores económicos, que, en general, 
y salvo que el Estado decida asumir los bienes que estaban afectados por los 
particulares para realizar las actividades excluidas, en cuyo caso estaríamos en 
presencia de una nacionalización, no dan derecho a indemnización por parte de 
los particulares.

Estas exclusiones pueden clasificarse en cuatro grandes categorías: exclusiones 
territoriales; exclusiones de actividades económicas respecto de los extranjeros; 
exclusiones de actividades económicas respecto de todo particular por la reserva 
que hace el Estado; y la nacionalización que implica la reserva al Estado y trans­
ferencia, a éste, de los bienes afectos a la actividad reservada. Veamos separa­
damente estos cuatro supuestos de exclusiones de la libertad económica admitidos 
por el ordenamiento jurídico.

1. La exclusión de actividades económicas en ámbitos territoriales

Conforme a la política de localización industrial venezolana, el Ejecutivo 
Nacional puede establecer "las zonas del país en las cuales se localizarán deter­
minadas industrias” (Art. 1? del Decreto-Ley N 9 134, de 4-6-74, en Gaceta Oficial 
N 9 30.418, de 7-6-74); lo que implica que las mismas no pueden ser localizadas 
en otras áreas territoriales. En el mismo sentido, en el Decreto-Ley N 9 713, de 
21-1-75 ( Gaceta Oficial N 9 30.638, de 5-3-75), se prohibió "la instalación de 
nuevas industrias” en el Area Metropolitana de Caracas y su zona de influencia 
(Art. I 9) . En estos casos, se ha establecido una exclusión del ejercicio de la 
actividad industrial en ciertas áreas territoriales, lo que implica una exclusión 
de la misma que no da derecho a indemnización por parte de los industriales 
afectados.

Así se ha resuelto en el citado Decreto-Ley que establece las normas para 
la desconcentración industrial de Caracas y que prevé la posibilidad para el
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Ejecutiva Nacional de decidir "el traslado de las industrias que causen contami­
nación del ambiente o aquellas que deben ser reubicadas en razón de la ordena­
ción de áreas que se establezca” (Art. 39) . En estos casos, no sólo el particular 
está obligado a trasladar su industria fuera del área afectada, sino que si esta 
obligación no se cumple en el lapso establecido, "la industria será cerrada” hasta 
que se verifique, "sin que por esta circunstancia se interrumpa el contrato de 
trabajo con sus trabajadores” (Art. 3”) .

2. La reserva de sectores económicos a empresas nacionales

Una segunda modalidad de exclusión de la actividad económica tiene lugar 
mediante las disposiciones legales que reservan el ejercicio de ciertas actividades 
o sectores económicos a empresas nacionales, y que, por tanto, la excluyen respecto 
de los extranjeros.

Un proceso de venezolanización de las actividades económicas puede decirse 
que se inició en firme en Venezuela con motivo de la promulgación de la Ley 
de Empresas de Seguros y Reaseguros, de 1965, que exigió que en las mismas 
no menos del 51 por ciento del capital perteneciera a personas venezolanas; 
y si estas eran personas jurídicas, no menos del 51 por ciento de su capital debía 
pertenecer a personas venezolanas naturales (Art. 18). Ello condujo al legislador 
a prever una serie de plazos para la transformación de las empresas extranjeras 
en empresas con capital mayoritario venezolano, y establecer, además que de lo 
contrario, no podían seguir realizando operaciones de seguro o reaseguro en el 
país (Arts. 122 y ss.).

En 1970, con motivo de la promulgación de la Ley General de Bancos y 
otros Institutos de Crédito, de 30 de diciembre de ese año (véase en Gaceta Oficial 
N 9 1.454, Extr. de 30-12-70), se avanzó más en el proceso de venezolanización 
y se estableció que a partir de ese momento no se autorizaría la constitución 
de nuevos bancos cuyo capital no fuera totalmente venezolano (Art. 32 ); y en 
aquellos supuestos de bancos con un capital extranjero superior al 20 por ciento 
del capital social, se establecieron una serie de limitaciones (Arts. 33 y 34) de 
manera de propugnar su transformación patrimonial (Art. 159).

Posteriormente, con motivo del ingreso de Venezuela al Grupo Andino, 
entró en vigencia en nuestro país la Decisión N 9 24 relativa al Régimen Común 
de tratamiento a los capitales extranjeros y sobre marcas, patentes, licencias y 
regalías (véase en Gaceta Oficial N 9 1.620, Extr. de 1-11-73). Este cuerpo nor­
mativo estableció para todos los países miembros del Acuerdo normas de extra­
ordinaria importancia en cuanto a la reserva de actividades económicas al capital 
nacional o más precisamente a empresas nacionales, que son las que tienen más 
del 80 por ciento de capital nacional.
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En efecto, estableció que cada país podía "reservar sectores de actividad 
económica para empresas nacionales públicas o privadas” (Art. 38), pero además, 
estableció directamente que no se admitiría "el establecimiento de empresas ex­
tranjeras ni nueva inversión extranjera directa en el sector de servicios públicos” , 
tales como "agua potable, alcantarillado, energía eléctrica y alumbrado, aseos y 
servicios sanitarios, teléfonos, correos y telecomunicaciones” (Art. 4 1 ); no se 
admitiría "nueva inversión extranjera directa en el sector de seguros, banca 
comercial y demás instituciones financieras” (Art. 4 2 ); ni en "empresas de 
transporte interno, publicidad, radioemisoras comerciales, estaciones de televisión, 
periódicos, revistas ni en las dedicadas a la comercialización interna de productos 
de cualquier clase” (Art. 43).

De acuerdo a estas disposiciones, mediante decretos N 9 2031, del 8 de febrero 
de 1977, reglamentario de la Decisión N 9 24, Gaceta Oficial N 9 31.171 de 
9-2-77, quedaron reservados a las empresas nacionales y no se admitió nueva 
inversión extranjera directa en los siguientes sectores de la actividad económica:

a) Los servicios públicos de: teléfono, correos, telecomunicaciones, agua 
potable y alcantarillado; la generación, transmisión, distribución y venta de elec­
tricidad y los servicios sanitarios, de aseo y de vigilancia y seguridad de bienes 
y personas.

b) La televisión y radiodifusión; los periódicos y revistas en idioma cas 
tellano; el transporte interno de personas y bienes y la publicidad. A juicio de la 
Superintendencia de Inversiones Extranjeras podrán quedar exceptuadas de esta 
disposición las publicaciones en castellano de carácter científico o cultural.

c) La comercialización interna de bienes. Las empresas extranjeras domici­
liadas en el país, para la fecha de entrada en vigencia de este Decreto, dedicadas 
a estas actividades podrán ejercer dicha comercialización directamente o a través 
de empresas controladas en su capital o en su gestión por la empresa extranjera, 
siempre y cuando se trate de bienes producidos por ellas en el país.

d) Los servicios profesionales en actividades de consultoría, asesoramiento, 
diseño y análisis de proyectos y realización de estudios en general, en las áreas 
que requieran la participación de profesionales cuyo ejercicio esté reglamentado 
por Leyes Nacionales, salvo que se trate de empresas que a juicio de la Super­
intendencia de Inversiones Extranjeras, aporten tecnología para el desarrollo del 
país y que en las mismas, la participación extranjera no exceda del cuarenta y 
nueve por ciento (4 9 % ).

Como consecuencia de esa reserva, se estableció en el Reglamento inicial 
dictado por Decreto N 9 62 ( Gaceta Oficial, N 9 1650, Extr., de 29-4-74), que 
las empresas extranjeras que operasen en dichos sectores, debían transformarse
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en empresas nacionales, para cuyo efecto debían poner en venta por lo menos 
el 80 por ciento de sus acciones para adquisición por inversionistas nacionales 
antes de mayo de 1977 (Art. 2?). Posteriormente, mediante la Ley sobre Trans­
formación de Empresas Extranjeras, de 21-8-75 ( Gaceta Oficial N 9 30.774, de 
21-8-75), se establecieron las modalidades de dicha transformación y los pode­
res de control y fiscalización de la Superintendencia de Inversiones Extranjeras.

El decreto N 9 62, en todo caso, estableció que los sectores de seguros y 
bancos se seguirían regulando por sus leyes especiales (Art. 49) . Posteriormente, 
sin embargo, con motivo de la reforma de la Ley de Empresas de Seguros y 
Reaseguros de 1974, se exigió que dichas empresas no debían tener más del 20 
por ciento de su capital pagado directa o indirectamente en manos de personas 
extranjeras (Art. 25), por lo que se les concedió un plazo de 2 años a las 
empresas que tuvieran capital extranjero en proporción mayor a ese 20 por 
ciento, para cumplir con dicho requisito (Art. 192) y transformarse en empresas 
nacionales de acuerdo a la previsión de la Decisión N 9 24 de la Comisión del 
Acuerdo de Cartagena.

En todos estos supuestos, se trata de una exclusión de la libertad económica 
en áreas determinadas respecto de cierta categoría de personas; exclusión que 
implica, imposibilidad de realizar para esas personas las actividades reservadas, 
y obligación de poner en venta sus participaciones a inversionistas nacionales, 
a los efectos de que la empresa se convierta en empresa nacional. En ningún 
caso, por supuesto, la limitación derivada de la exclusión da derecho alguno a 
indemnización por parte de los inversionistas extranjeros afectados.

3. La reserva de actividades económicas por el Estado

En la Constitución de 1961, como se dijo, siguiendo la orientación de la 
Constitución de 1947, se estableció expresamente la posibilidad que tiene el 
Estado de "reservarse determinadas industrias, explotaciones o servicios de 
interés público por razones de conveniencia nacional” (Art. 97 ). Se abrió así 
la posibilidad, no ya de que el Estado realice actividades empresariales, sino 
que las realice en forma exclusiva, reservada, excluyendo a los particulares del 
ámbito de las mismas. Esta reserva, sin duda, tiene por efecto fundamental 
establecer una limitación a la libertad económica de los individuos, excluyéndola 
del sector reservado.

En efecto, la reserva de actividades económicas por parte del Estado conlleva 
básicamente una prohibición impuesta a los particulares de realizar actividades 
propias del sector reservado, lo que afecta tanto a aquellos particulares o empresas 
que venían realizando actividades en el sector, como a cualquier particular o 
empresa, que pretendiera, en el futuro, realizar dichas actividades. Después de
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la reserva, por tanto, los particulares o empresas que operaban en el sector, no 
pueden continuar realizando sus actividades, y hacia el futuro, ningún otro 
particular puede realizar nuevas actividades en el sector. La libertad económica, 
en el mismo, ha sido excluida y es imposible ejercerla.

Como consecuencia de ello, el acto de reserva, per se, no conlleva derecho 
alguno de los particulares afectados a indemnización por parte del Estado. Aque­
llos, simplemente, cesan en sus actividades, y un deber de indemnización sólo 
surgiría si el Estado decide apropiarse de las instalaciones o de las empresas 
de los particulares que operaban en el área reservada, es decir, decide nacionali­
zar esas empresas.

Este principio, en nuestro criterio, se deduce de las normas de la Ley que 
reserva al Estado la industria del Gas Natural, de 26 de agosto de 1970 (véase 
en Gaceta Oficial N" 29.594, de 26 de agosto de 1971). En efecto, esta Ley 
reservó al Estado la "industria del gas proveniente de yacimientos de hidrocar­
buros” (Art. 1?), y estableció, por tanto, la obligación a los concesionarios de 
"entregar al Estado, en la oportunidad, medida y condiciones que determine 
el Ejecutivo Nacional, el gas que se produzca en sus operaciones” (Art. 39). 
Corría por cuenta del Estado el pago a los concesionarios de "los gastos de 
recolección, compresión y entrega del gas” (Art. 79) . La reserva, per se, no 
daba ningún derecho a indemnización por parte de los concesionarios, y el 
Estado sólo pagaba los costos de la recolección, compresión y entrega del gas. 
La Ley sólo previó una compensación "en el caso de que el Estado decida asumir 
las operaciones de recolección, compresión y tratamiento en plantas que actual­
mente realizan los concesionarios” , en cuyo caso, la misma equivaldría "a  la parte 
no depreciada del costo de las instalaciones y equipos que requiere para esas ope­
raciones o el valor de rescate de los mismos si éste fuere menor que aquél” 
(Art. 8?) . De acuerdo a esto, la indemnización sólo procedía si el Estado decidía 
apropiarse de las instalaciones, y por esa apropiación indemnizaba al concesio­
nario; la reserva, en sí misma, en cambio, como prohibición impuesta a los con­
cesionarios de seguir aprovechándose del gas natural, no dio derecho alguno a 
indemnización.

4 . La nacionalización

La nacionalización de empresas, es decir, la obligatoriedad impuesta a todas 
las empresas que operan en ciertas áreas o sectores de la economía que el Estado 
se reserva por razones de conveniencia nacional, de transferirle a éste la propiedad 
de las mismas, mediando indemnización, es un institución que en Venezuela 
tiene fundamento constitucional en la ya señalada figura de la reserva al Estado 
de industrias o sectores económicos.
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En efecto, tal como se ha señalado, la reserva tiene como consecuencia dos 
efectos fundamentales: en primer lugar, establecer a favor del Estado un
monopolio de derecho; y en segundo lugar, establecer, como consecuencia, una 
prohibición para los particulares de realizar actividades en el sector reservado, 
en virtud de la exclusión de la libertad económica que implica. Por esta sola 
reserva, no tiene el Estado obligación alguna de indemnizar a los particulares 
excluidos. Pero si además de la reserva, ésta se acompaña con la exigencia y 
obligación impuesta a los particulares y empresas afectadas, de transferir forzo­
samente al Estado las instalaciones con que operaban, estaremos en presencia 
de la figura de la nacionalización, que sí da derecho a indemnización.

En el ordenamiento jurídico venezolano, por tanto, la figura de la reserva 
junto con la expropiación, dan origen a una nueva institución: la nacionalización, 
sometida a sus propias normas indemnizatorias, de acuerdo a la interpretación 
que haga la Ley de la "justa indemnización” a que se refiere el artículo 101 de 
la Constitución. En este sentido, por ejemplo, las normas para calcular la indem­
nización con motivo de las nacionalizaciones de las industrias del hierro y del 
petróleo, establecidas en el Decreto-Ley que reserva al Estado la industria de la 
explotación de mineral de hierro (Decreto-Ley N ” 580, de 26-11-74, en Gaceta 
Oficial N ” 30.577, de 16-12-74) y en la Ley Orgánica que reserva al Estado la 
industria y el comercio de los hidrocarburos, de 29 de agosto de 1975 ( Gaceta 
Oficial N 9 1.769, Extr. de 29-8-75), son distintas a las previstas en la Ley de 
Expropiación por causa de utilidad pública o social; y entre otros factores porque 
no se trata de una expropiación pura y simplemente.

La expropiación de empresas, por su parte, es una restricción a la propiedad 
de una determinada organización económica: no afecta, per se, la libertad econó­
mica en un determinado sector, y el hecho de que se expropie una empresa no 
impide que otros particulares realicen actividades en ese mismo sector.

En cambio, en la nacionalización, la reserva afecta y excluye la actividad 
económica en el sector reservado, y la transferencia forzosa de las empresas se 
produce respecto de todas las que operan en el sector, con la prohibición para 
los particulares de seguir realizando o realizar en el futuro actividades en dicho 
sector. Aquí no hay una restricción a la libertad económica de un particular o 
grupo de ellos, sino la exclusión de la libertad económica respecto a un deter­
minado sector. Por eso, los principios de la expropiación no pueden aplicarse, 
tal como están en la legislación tradicional, a la expropiación que acompaña a 
la reserva estatal, pues en este caso, la nueva institución que surge, la nacionali­
zación, condiciona el tratamiento del proceso.
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VI. CONCLUSIONES GENERALES

El Derecho Administrativo, lo señalamos al inicio de esta nota, no es sino 
el reflejo de la evolución político-económico-social de un determinado país; como 
consecuencia, su historia y evolución resulta de la historia y evolución del 
Estado.

En Venezuela, y en general, en América Latina, el Estado que existía al 
comenzar el presente siglo, era un Estado de estructura fuertemente liberal: era 
el Estado liberal-burgués de Derecho del siglo pasado, con claras políticas de 
fomento a las iniciativas privadas y otorgador de privilegios a los particulares 
e inversionistas extranjeros. Era, en definitiva, un Estado celoso defensor de la 
propiedad privada y de la libertad económica, que se reconocían como derechos 
absolutos. El fundamento y basamento de la organización política y del Estado, 
era el respeto a esos dos derechos; y el Derecho Administrativo era un Derecho 
Administrativo típicamente liberal. El Estado estaba controlado por la burguesía 
y operaba al servicio de ésta. Por tanto, quienes controlaban al Estado, los propie­
tarios locales y los inversionistas extranjeros, eran los árbitros del Derecho 
Administrativo. Este estaba, por tanto, al servicio de sus intereses.

Los ciudadanos, el pueblo, así como estaban ausentes de las preocupaciones 
efectivas del Estado, no entraban en el marco de las regulaciones del Derecho 
Administrativo. Este, insistimos, era el derecho de los propietarios y de los empre­
sarios, quienes controlaban al Estado.

Con motivo del proceso político que se verifica en Venezuela entre 1936 
y 1948, puede decirse que el Estado deja de estar controlado exclusivamente por 
la burguesía. Otros actores, grupos e intereses, comienzan a asediar al Estado, 
a controlarlo, influenciarlo y tratar de dominarlo: los partidos políticos, los 
sindicatos, las asociaciones profesionales, los gremios de funcionarios, los grupos 
económicos organizados. El Estado comienza a actuar entonces como árbitro e 
integrador de todos esos grupos e intereses, generalmente contrapuestos, y el 
Derecho Administrativo comienza a configurarse como el Derecho del equilibrio 
entre los intereses individuales de dichos grupos y un nuevo interés que comienza 
a marcar sus instituciones: el interés público, el interés colectivo, el interés social. 
Por ello, inclusive, al mismo derecho de propiedad se le asigna una función 
social, y la libertad económica deja de ser el impedimento a las intervenciones 
estatales conformadoras del orden económico y social.

Este carácter de derecho equilibrador que adquiere el Derecho Adminis­
trativo, clarifica aún más los dos extremos en los cuales comienza a moverse: 
las prerrogativas del Estado, para atender a los intereses colectivos; y la protección 
de los intereses individuales.
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Hay un dato político que condicionará toda la evolución del Derecho Admi­
nistrativo: en la década de los años cuarenta, el sistema político-económico del 
país sufre una radical transformación. Deja de ser un sistema típicamente liberal, 
que veía en toda acción del Estado una usurpación, y comienza a configurarse 
como un sistema de economía mixta, en el cual el Estado tiene derecho propio, 
no subsidiario, a participar, como actor, en el proceso económico. El Derecho 
Administrativo comenzó a dejar de ser, entonces, solamente un derecho para 
limitar las acciones del Estado y proteger los intereses individuales, y se comenzó 
a configurar como un Derecho para regular y permitir la acción del Estado como 
gestor de-los intereses colectivos. Ya a partir de la década de los años treinta, y 
consolidado posteriomente en la de los años cuarenta, paralelamente a los tradi­
cionales derechos individuales, económicos y políticos, comenzaron a tener con­
sagración los derechos de carácter social, que más que derechos, en realidad, 
son obligaciones sociales impuestas al propio Estado. El Derecho Administrativo 
comienza a ser, entonces, además del Derecho de la acción económica del "Estado, 
un Derecho de la acción social del Estado. Pero esta transformación del Derecho 
Administrativo, en realidad, no es más que el reflejo de la transformación del 
Estado: de un Estado liberal-burgués de Derecho a un Estado social de Derecho.

En este proceso evolutivo, la misma consagración de los derechos individuales 
sufre una gran transformación: de los derechos absolutos se pasa a los derechos 
regulados o limitados, para conciliar su ejercicio con las exigencias de los inte­
reses colectivos. El Derecho Administrativo, así, comienza a configurarse también 
como el derecho de las limitaciones a las libertades tradicionales.

Pero un nuevo ingrediente político se agrega a esta transformación, y es el 
elemento democrático. A partir de 1958 se instaura en Venezuela un régimen 
democrático que contribuye, desde el punto de vista político, a acentuar el carácter 
de árbitro o componedor del Estado frente a grupos, presiones e intereses, y 
desde el punto de vista jurídico, a tratar de hacer del derecho administrativo 
no sólo el instrumento de los poderosos, sino de toda la colectividad.

El mismo Derecho Administrativo así, comienza a democratizarse: sin olvidar 
su carácter de instrumento de los intereses colectivos, que permite el reforza­
miento de los poderes del Estado; se presenta, también, como un derecho para 
la protección de los intereses o derechos particulares frente a las abusivas o ilegí­
timas acciones estatales.

Vista esta evolución a través de las regulaciones de dos de los pilares fun­
damentales de la organización política de comienzos de siglo: el derecho de 
propiedad y la libertad económica, se evidencia la magnitud de la transformación. 
Esos derechos ya han dejado de ser absolutos y han dejado de sustentar la orga­
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nización político-social; son derechos limitados y limitables. El Estado ha dejado 
de ser un Estado liberal-burgués de Derecho, armado para proteger casi exclu­
sivamente aquellos derechos de propiedad y de la libertad económica, y se ha 
transformado en un Estado Social y Democrático de Derecho, representante de 
los intereses colectivos y conjugador de los múltiples intereses individuales que 
lo asedian. El Derecho Administrativo, por tanto, ha dejado de ser el Derecho 
del Estado liberal y ha comenzado a consolidarse como el Derecho del Estado 
Social y Democrático.

El proceso nacionalizador que se ha desarrollado en Venezuela en los úl­
timos años, y que motivan los estudios que se publican en este volumen, son 
la mejor muestra de ello. En todo caso, en el reconocimiento de esta realidad 
de la transformación del Estado, para perfeccionarla, está el reto planteado a los 
juristas contemporáneos, teniendo en cuenta que sólo la aproximación histórica 
es la que puede contribuir a esclarecer el futuro.




